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La violencia en la Macrozona Sur y el orden público se tomaron la agenda del gobierno 
en el mes de mayo, abriendo una fuerte discusión al interior de La Moneda en relación 
a la forma de enfrentarla y provocando un retroceso en la evaluación del gobierno 
(CADEM muestra que todos los atributos del presidente Boric disminuyeron y su 
aprobación alcanzó un 36% mientras la desaprobación a su gestión aumentó en un 57% 
y que el distanciamiento público con la actual administración se centró especialmente 
en el ministerio del Interior, donde la titular Iskia Siches sufrió la intervención de su 
gestión con la llegada de la ex jefa de gabinete de Michelle Bachelet y con un rol más 
protagónico del subsecretario, Manuel Monsalve). 

La muerte de Segundo Catril Neculqueo, trabajador forestal mapuche, en una emboscada 
en Lumaco a manos de  grupos violentistas indígenas, el aumento en un 289% de los 
ataques armados en La Araucanía en los últimos cinco meses, las declaraciones de Héctor 
Llaitul, fundador de la CAM, llamando a organizar la lucha armada contra el Estado de 
Chile,  y la respuesta del Presidente Boric que su gobierno no perseguiría ideas ni 
declaraciones, provocaron fuertes críticas en distintos sectores políticos incluyendo al PS, 
los que pidieron acciones más duras en la Macrozona para perseguir el robo de madera, el 
narcotráfico y la tenencia de armas de guerra y llamaron a ampliar el Estado de Excepción 
acotado a uno más amplio, lo que fue rechazado por el gobierno, que prolongó la misma 
normativa por quince días.

La Convención Constituyente terminó el período de elaboración del borrador de la 
Constitución, que alcanzó los 499 artículos, el que se sometió a la revisión de la 
comisión de Armonización, que debe corregir su redacción y velar por su congruencia. 
Sin embargo, nuevas polémicas se abrieron en la Comisión de Normas Transitorias, que 
deberá fijar plazos y organismos que bajarán las propuestas constituyentes a normas, 
una de ellas referida a los quórums requeridos para modificar la Constitución. Las 
declaraciones de Fernando Atria, que planteó- como argumento para fijar en 2/3 dicho 
quórum- la poca lealtad que tendría el actual Congreso hacia la nueva Constitución, abrió 
nuevos frentes al interior del gobierno y en miembros del Congreso, y dejó en suspenso el 
tema hasta la votación del Pleno. Los temas aprobados, como plurinacionalismo, sistema 
judicial diferenciado, eliminación del Senado y su reemplazo por una Cámara de 
Regiones, entre otros, explica según CADEM, el aumento del rechazo (45%) y la 
disminución del apruebo (37%) con miras al plebiscito de salida. Sin embargo, la misma 
encuesta muestra que en los que aprueban, un 34% señala que se inclina por hacerlo para 
reformar después, en tanto que en los que rechazan, un 30% señala que quiere que se 
busque una nueva fórmula para reformar la actual constitución.

En materia económica, el escenario internacional marcado por la guerra de Ucrania y 
desabastecimiento de materias primas así como el proceso inflacionario, llevaron al 
gobierno a tomar medidas para reducir el precio de la parafina, un insumo esencial en 
los hogares más vulnerables en invierno, por medio de la inyección de US$ 40 millones 
al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, como parte del plan Chile Apoya, que 
tiene por objeto ayudar a la población más vulnerable ante el aumento de los precios de 
productos básicos. Se espera la decisión respecto a las bencinas, que han sufrido un alza 
importante en estos últimos meses. 

Mientras la revista The Economist alertó en su edición del 21 de mayo sobre una 
catástrofe alimentaria en el mundo, y el Banco Mundial señalaba que los precios de la 
canasta básica (aceite, pollos, huevos, aceite, pastas,  entre otros) podrían 
incrementarse en un 37%, el ministerio de Agricultura en Chile anunció la creación de 
una comisión de Seguridad y Soberanía Alimentaria, con participación de distintas 
organizaciones e instituciones para el seguimiento de una potencial crisis, y la Comisión 
de Agricultura del Senado escuchó a distintos sectores en torno a la materia y se 
comprometió al envío al Ejecutivo de un completo informe con lo planteado en la 
instancia legislativa.  El empresario agrícola Ignacio Ríos, de Chileterra, mostró su 
preocupación por la desaparición en el país del 39% de la agricultura primaria, según los 
datos del último Censo Agrícola, y advirtió del riesgo que corre el sector con el aumento 
de entre un 50 y 75% de los precios del trigo, soya y fertilizantes a nivel internacional. 

Revista del Campo abordó la preocupación que existe a nivel nacional por la 
incertidumbre que vive el rubro semillero, donde Chile ocupa un lugar entre los 10 
principales productores y exportadores del mundo. Mario Schindler, director ejecutivo 
de ANPROS,  señaló que los artículos considerados por el gremio como negativos para la 
seguridad alimentaria que se habían planteado en la Convención Constituyente, no se 
habían aprobado, pero que subsistían dudas sobre el futuro de las semillas transgénicas, 
discutida en las normas transitorias.  Agregó que el país necesita nuevas variedades que 
se hagan cargo de los desafíos que plantea el cambio climático, la escasez de tierras y el 
aumento de la población.


